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Asunto: 	Comentarios Plan de Usos de Terrenos, Guías de Ordenación del Territorio, Segundo borrador, diciembre de 2014 

Honorable señor presidente:

Reciba un cordial saludo.  Los comentarios que presentamos a continuación son producto de la discusión de los profesores y estudiantes de la Unidad de Urbanismo y Comunidad de la Escuela de Arquitectura (EA) de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico (PUCPR).   Reconociendo la gran importancia del Plan de Usos de Terrenos quisimos llevar a cabo una discusión amplia que expusiese y brindase la oportunidad de participar a los estudiantes de la Escuela de Arquitectura así como a los profesores en asuntos de gran trascendencia pública por medio de un conversatorio que se llevó a cabo el pasado 18 de febrero en el Aula Magna de la EA.  

Los comentarios y recomendaciones que ofrecemos a continuación son el producto de este proceso de discusión llevado a cabo en un ambiente académico y profesional de arquitectos dedicados a la docencia, investigación y a la practica de la arquitectura y el urbanismo, y no representan ni constituyen la posición institucional de la Escuela de Arquitectura ni de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico.

Nuestra meta es compartir la discusión, sus hallazgos y recomendaciones para contribuir a equipo de trabajo de la Junta de Planificación en el perfeccionamiento del Plan de Usos de Terrenos.  Se anejan a esta comunicación una serie de comentarios y recomendaciones particulares de los profesores en su carácter individual. 

Primeramente, felicitamos a esta honorable Junta por la iniciativa y el esfuerzo brindado en la preparación y amplia divulgación del Plan de Uso de Terrenos. Agradecemos la presentación que hiciera su presidente Luis García Pelatti en nuestra escuela el pasado mes de marzo de 2014.  Todos los participantes coincidimos en reconocer en el Plan de Uso de Terrenos un instrumento de trascendental importancia para guiar el futuro desarrollo del país y apoyamos decididamente los principios rectores, metas y objetivos del Plan de Uso de Terrenos tal cual se prescriben en el documento presentado a discusión. 

 Los principios rectores del Plan de Uso de Terrenos se resumen en tres metas:

1. Concentrar el desarrollo y el redesarrollo en las comunidades donde ya existe la infraestructura y está previsto el desarrollo.
2. Preservar y proteger de los efectos adversos del desarrollo a los recursos naturales, arqueológicos o agrícolas, y los suelos rurales y los ambientalmente sensitivos.
3. Asegurar una calidad de vida deseable en las ciudades, comunidades y vecindarios de forma sostenible y justa.

Algunos profesores y estudiantes de la Unidad Experimental de Urbanismo de la Escuela de Arquitectura comparecimos como observadores a la vista pública que se celebró en el salón de asambleas de Ponce y observamos la naturaleza de las objeciones y críticas presentadas al Plan de Uso de Terrenos por algunos municipios de la región (específicamente Juana Díaz y Ponce), así como los casos particulares traídos a discusión por personas e instituciones privadas incluyendo dueños de terrenos, desarrolladores e instituciones. Es necesario que se logre un amplio consenso para que el Modelo Territorial propuesto pueda implantarse. 

El Plan de Uso de Terrenos “es un esfuerzo para ordenar el desarrollo de Puerto Rico y un llamado a colaborar para alcanzar un futuro más prospero, justo, y sostenible”, indica el Memorial.  El Plan introduce múltiples instrumentos y mecanismos de gestión que se desarrollarán en etapas posteriores tales como los Planes Sectoriales y las Guías de Ordenación del Territorio[footnoteRef:1].  En este contexto se presenta el Modelo Territorial como el marco de referencia territorial. Y su principal instrumento normativo para la ordenación del territorio del PUT es el Plano de Clasificación de Suelos el cual clasifica la totalidad del territorio de Puerto Rico en suelos urbanos, urbanizables, rústicos y especialmente protegidos[footnoteRef:2].   [1:  Estos instrumentos se introducen como mecanismos a desarrollarse posteriormente para la implementación del Plan e incluyen planes para el manejo de las principales infraestructuras y recursos para las fuentes de abasto de agua, puertos, aeropuertos, la costa, desperdicios sólidos, canteras, turismo, agricultura y plan sectorial vial. ]  [2:  La Ley 550 dispuso que el Plan de Uso de Terrenos debe servir como el “instrumento principal en la planificación que propicie el desarrollo sostenible de nuestro país y el aprovechamiento óptimo de los terrenos, basado en un enfoque integral, en la justicia social, y en la más amplia participación de todos los sectores de la sociedad”.] 


La multiplicidad de factores económicos, sociales, culturales y ambientales que inciden sobre el uso del suelo explican por qué ha resultado tan difícil en todos estos años desde que se emitió el mandato de la Ley 550 de 2004, lograr alcanzar un consenso que satisfaga a todos.  

La crisis por la que atraviesa Puerto Rico hoy puede en gran medida atribuirse a nuestra incapacidad para ordenar los usos del suelo de forma coherente e integrada, que maximice su aprovechamiento óptimo, que proteja nuestros recursos naturales y promueva la eficaz prestación de servicios.  Síntomas del desparramamiento urbano que ha caracterizado nuestro crecimiento en los pasados 60 años se manifiesta en problemas tales como la dependencia del automóvil privado, la ineficiente e insostenible red de infraestructuras, la perdida de recursos naturales, de suelos agrícolas, la crisis de los recursos de agua, la dependencia energética, etc. 

En este contexto introductorio se presentaron a discusión las principales determinaciones e instrumentos de implantación del Plan de Uso de Terrenos.
 
Resumen de la discusión general del PUT

1. El Panel de profesores coincide en apoyar los principios rectores del Plan y en la necesidad urgente de contar con un instrumento de planificación que ordene el uso del suelo en la totalidad del territorio.

2. Se presenta la importancia del transporte en los patrones de usos del suelo y se urge que se le brinde consideración en la clasificación y calificación de terrenos con perspectiva para su transformación para viabilizar el transporte a distintas escalas locales, rurales, urbanas, suburbanas, metropolitanas y regionales.  El Plan sectorial vial anunciado en el PUT así como las determinaciones sobre los usos del suelo deben estar fundamentados en un plan sectorial de transporte.

3. Es necesario el estudio pormenorizado y la programación de las mejoras que sean requeridas a las redes de infraestructuras urbanas para asegurar que efectivamente se puede maximizar el aprovechamiento de los terrenos vacantes o infra-utilizados en el interior de las zonas urbanas.  Estas incluyen tanto las redes de infraestructura primaria de agua potable, electricidad, sanitaria, pluvial y viario, como de comunicaciones, fibra óptica, alumbrado público, accesibilidad, servicios, seguridad, etc. Este mayor nivel de certeza es un criterio que deberá ayudar a disminuir el nivel de especulación improductiva sobre el suelo y el abandono prolongado de parcelas céntricas en suelo ya urbanizado. 

4. Las consideraciones del cambio climático y su efecto en la capacidad de producción de los principales países de exportación agrícola que exportan sus productos a Puerto Rico, como es el caso de las sequias pronosticadas en California y el oeste de los EE.UU., hacen urgente que se implanten medidas para garantizar la seguridad alimentaria de Puerto Rico.  Aún si se pusiesen en producción todos los terrenos de valor agrícola recomendados en el PUT, no se lograría cubrir la demanda estimada que sobrepasa el millón de cuerdas de terreno.  Es necesario articular un Plan Sectorial de la agricultura que disponga las medidas que deberán aplicar a los distintos tipos de siembra y de producción agricultura y pecuaria posible en nuestro territorio.

5. Previo a la adopción del PUT es necesario que se identifiquen y/o creen mecanismos de revisión y verificación de los mapas para validar su prescripción y precisar sobre la naturaleza y extensión de las clasificaciones y calificaciones de suelo rústico especialmente protegido propuestas en terrenos donde sus propietarios han alegado que no existen tales recursos.

6. Es necesaria la adopción del PUT a pesar de que no sea un instrumento perfecto.  El Modelo Territorial y la clasificación de suelo propuesta sirve de estructura para la elaboración de los planes sectoriales y su corrección y perfeccionamiento.

7. El PUT no debe afectar la ejecución de proyectos de desarrollo que ya estén legalmente encaminados y cuenten con aprobaciones bajo el régimen reglamentario vigente.  Se recomienda la adopción de medidas de mitigación de ser el caso que los proyectos encaminados puedan afectar adversamente las intenciones del Plan.

8. La protección del ambiente y los recursos naturales es fundamental para alcanzar los estándares de calidad de vida a los que aspiramos.

9. Se reconoce y apoya el concepto de la protección del Paisaje y de los terrenos con valor paisajista, pero se alerta sobre los problemas que pueden surgir por la vaguedad con la que se introducen en el Plano de Clasificación de Suelo.  Dados los distintos tipos y significados del paisaje se deberán precisar los criterios de valoración que ameriten su conservación o protección y el ámbito de la regulación que aplicaría.  En los casos en los que el paisaje se construye y transforma, su naturaleza dinámica también representa una dificultad adicional en la implantación de este criterio de conservación y protección.

10. Se reconocen los asuntos de la ordenación del territorio que deben estar en manos del estado central tales como los sistemas generales de infraestructuras y servicios, o la protección de los recursos naturales y ambientales del territorio que transcienden el ámbito municipal, observando a la vez y respetando los niveles de competencia municipal predicados en la Ley de Municipios Autónomos como mecanismos de descentralización y de gobernanza participativa.  Se recomienda que se lleve a cabo una amplia discusión entre los funcionarios y entidades del gobierno central, municipios y entidades profesionales y científicas cualificadas a fin de armonizar los intereses en competencia.  Es urgente la mayor injerencia de todos los sectores a fin de evitar el fracaso y desarticulación de tantas iniciativas municipales y regionales.

11. Se requiere seguir practicando y reforzando los proceso de participación ciudadana a todos los niveles para crear conciencia de la importancia de los asuntos de la planificación y usos del suelo para el bienestar de la comunidad. 

12. Se discutió la ausencia de instrumentos de inversión y de programación de mejoras a la infraestructura y servicios como parte integral del PUT.  Es en función de ello que se establecen los programas para el desarrollo de terrenos de expansión en suelos urbanizables.  La carencia de este elemento debilita las determinaciones del plan en las modificaciones propuestas a los Planes de Ordenación Territorial municipales. 

En anejo se incluyen los temarios y presentaciones que los profesores de la Unidad Experimental de Urbanismo presentaron en el Conversatorio al que se habían convocado a los estudiantes de la plataforma.  En el conversatorio participaron alrededor de 50 estudiantes de tercero, cuarto y quinto año de bachillerato.

Los profesores participantes fueron los siguientes:

Luis Badillo-Lozano – Coordinador de la Unidad de Sustentabilidad y Sistemas y profesor de diseño urbano. Arquitecto licenciado practicante.  Tuvo a su cargo la discusión sobre el tema de la Protección del Paisaje.

Pilarín Ferrer Viscasillas – Profesora, arquitecta licenciada practicante y presidenta del CAAPPR.  Presentó el tema de la Infraestructura y la viabilidad.

Fernando Pabón Rico – Profesor de diseño y teoría urbana.  Presentó el tema del desparramamiento suburbano y la crisis del crecimiento.

Mónica Sánchez Sepúlveda – Profesora de diseño y teoría urbana.  Presentó el tema de la relación del transporte y el uso del suelo.

Luis A. Camaño Rivera – Profesor de diseño y diseño urbano. Consultor de representación digital. Presentó el tema de los usos del suelo y la seguridad alimentaria. 

Javier  Bonnin Orozco – Coordinador de la Unidad de Urbanismo y Comunidad y profesor de diseño urbano.  Moderador del Conversatorio a cargo de la presentación del PUT. 

También participaron del conversatorio Luis Ayala Rubio, profesor de diseño y diseño urbano, Roberto García profesor de diseño y preservación arquitectónica y el profesor Armando Valdés quien explora el tema de los vacíos urbanos a través de su curso de teoría urbana sobre política pública.

Esperamos que estos comentarios y recomendaciones de la facultad de la Unidad Experimental de Urbanismo y Comunidad de la Escuela de Arquitectura de la PUCPR contribuya al enriquecimiento de este importante dialogo y contribuir así a su perfeccionamiento.  Nuevamente felicitamos a esta honorable Junta de Planificación y le reiteramos nuestro apoyo y disponibilidad para contribuir en cualquier ámbito que estime conveniente para el desarrollo y adopción del Pla de Uso de Terrenos de Puerto Rico.

Respetuosamente sometido,



Javier Bonnin Orozco
Coordinados Unidad de Urbanismo y Comunidades  
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Infraestructura
por Pilarín Ferrer Viscasillas

La nueva política pública que imposibilita el consumo de más suelos rústicos para construir urbanizaciones y vivienda unifamiliar es sin duda un elemento controvertible del propuesto PUT, particularmente dentro de la industria de la construcción en Puerto Rico.  Sin embargo, entendemos que la JP tiene  argumentos muy validos de por qué la política pública propuesta es lo apropiado y conveniente para Puerto Rico.  
Entendemos de igual forma que esta política pública propuesta en el PUT sobre la protección de los suelos rústicos esta en total armonía con la postura que históricamente del Colegio de Arquitectos y Arquitectos Paisajistas de Puerto Rico  ha asumido sobre este asunto.   Sin embargo del documento no se desprende como los planes sectoriales (y posiblemente nueva legislación)  va a  lograr que esta nueva visión de incentivar el uso de los suelos urbanos para redesarrollo y desarrollo adicional, se logre si no hay una documentación y registro claro  donde se sepa a ciencia cierta si los llamados terrenos  a ser desarrollados están efectivamente aptos y adecuados para recibir el impacto de la nueva carga a la infraestructura que futuros proyectos pudieran propiciar. 
Si los terrenos clasificados como desarrollables efectivamente no lo son, o la información de si tienen la infraestructura necesaria para que su desarrollo y re-desarrollo sea viable no está disponible la fuerza del mercado y la construcción informal terminarán por convertir al PUT en letra muerta.  Resulta imperativo tener un inventario de terrenos vs. Infraestructura disponible y calidad y vigencia de esta.  De igual forma una vez se tengan estos datos de la situación de la infraestructura, el gobierno tiene, si quiere fomentar este desarrollo dentro de unos límites,  establecer un plan a corto, media no y largo plazo de renovación y adecuación de la infraestructura.  Así se harán posible estos nuevos proyectos y no se cargara a los desarrolladores, proyectistas y empresarios los con los costos de esta puesta al día de los servicios básicos entre ellos agua, luz, sanitario, alcantarillado pluvial, calles, aceras entre otros.




Anejo 2

Consideraciones sobre el transporte y el uso del suelo
Por Mónica Sánchez Sepúlveda


Los desarrollos dispersos de nuestras ciudades mediante usos de terrenos de baja densidad y la falta de servicios de transporte colectivo coordinados y eficientes han ocasionado una alta dependencia del automóvil privado. 
 
Según la Sociedad Americana de Automóviles una persona gasta anualmente alrededor de $8,776, partida mayor a la de los alimentos. A esto se le suma la congestiones de tránsito que adicional al consumo de gasolina cuestan a la economía anualmente mil millones de dólares, además de la afectación de calidad de vida de los ciudadanos. 
 
Algunas estrategias para el diseño de estas comunidades es que puedan compactar usos mixtos, que permitan la actividad peatonal y promuevan el uso de alternativas de transporte, creando comunidades donde los residentes pueden vivir, trabajar, recrearse, educar y servicios públicos, sin la necesidad de automóvil privado. 

La necesidad de conectar las redes a nivel regional que abastezcan el déficit de otras zonas. Interconectar las pequeñas ‘ciudades’ o suburbios entre sí con la metrópolis por líneas de transporte.
 
Intervención estratégica en las áreas rurales que reduzcan al mínimo los impactos ambientales, identificando inversiones de infraestructura de transporte para satisfacer las necesidades de los residentes, usos e industrias. La necesidad de maximizar la infraestructura existente en lugar de continuar desparramando el desarrollo y continuar construyendo carreteras.
 
El PUT podría establecer dentro de su plan las bases para apoyar la programación que se proyecta en otros departamentos como el DTOP y otros programas de mejoras capitales. 
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Postura sobre el Plan de Uso de Terrenos
por Fernando Pabón Rico


Háganse la pregunta: ¿Alguna vez han visitado turísticamente un suburbio? ¿Es un paisaje suburbano lo que deseamos presentar como la cumbre del desarrollo de nuestra sociedad a nuestros visitantes? ¿Es un mes al año montado en un automóvil la herencia que queremos para nuestros hijos, nuestros nietos? ¿Es un plato de comida sin alimentos frescos nuestra aspiración gastronómica? ¡Qué curioso que el Casco Urbano de Ponce sea el destino predilecto de los turistas y ni se asomen por Coto Laurel, Villas del Carmen o La Rambla!
Tomando como referencia un artículo escrito por Luis García Pelatti en 2011 para la revista Entorno publicada por el Colegio de Arquitectos y Arquitectos Paisajistas de Puerto Rico 403 millones o 1.1 millones de dólares al día es el costo del desparrame suburbano en Puerto Rico. Para el proyecto de malecones y poblados se dedicaron alrededor de 25 millones de dólares distribuidos en 8 municipios. Ahorrar en desparrame significaría tener la oportunidad de invertir sobre 5 millones en cada uno de los 78 municipios y dotarles de espacios públicos de primera calidad.
Por otro lado, tomando como referencia una gráfica difundida a propósito del borrador del Plan de Uso de Terrenos, $5,200 vs $520 es el gasto en transporte privado vs público de un individuo promedio anualmente. Una diferencia de $4,680. ¿Qué podrían hacer con todo ese dinero?
Entiendo que el Plan de Uso de Terrenos será una de las herramientas clave a la hora de visualizar mejor el camino a seguir para conseguir la recuperación económica de Puerto Rico. Esta crisis comenzó a fraguarse hace más de 30 años. En este periodo no fuimos estratégicos para preparar al país a negociar o inclusive evitar la actual situación económica-social-ambiental. Serán 3 décadas antes de que las aguas regresen a algo similar a su cauce original. Esto es muy lógico si lo vemos desde el punto de vista de una inversión típica a 25 o 30 años. Una generación! Los pronósticos más positivos (J. Villamil) ubican esa recuperación hacia el 2022; 18 años después de que se comenzara a sentir los efectos más visibles de la crisis. O sea que mi estimado no está muy lejos.
¿Qué sucedió? Desparrame suburbano. Abandono de la agricultura. Caso omiso a las advertencias. Un periodo de gran desequilibrio. Precisamente lo que este plan desea conseguir es restablecer el equilibrio, el balance. No se puede hablar de sostenibilidad, ni de desarrollo ni de crecimiento económico en el país si la balanza está inclinada excesivamente en algún sector y mucho menos si el agrícola no juega el papel protagónico. Por muchos siglos nos sirvió muy bien y los habitantes de este país sobrevivieron. Hoy día los países más ricos lo consideran su sector económico primario. Esta economía agrícola entonces tenía, en las aglomeraciones urbanas compactas, uno de sus mejores aliados. Era fácil salir del pueblo y caminar a las fincas en un periodo razonable de tiempo. Casi todo el mundo sabía qué hacer para cultivar lo que se comería y la seguridad alimentaria estaba prácticamente garantizada. En los Estados Unidos, la agricultura y actividades asociadas están altamente protegidas y en los países Europeos su gastronomía derivada es motivo de orgullo nacional.
El desparrame suburbano entonces causó que el campo quedara cada vez más distante del centro de nuestros pueblos. Se argumentó que los cascos urbanos no podían acomodar el tránsito y estacionamiento de los vehículos traídos para salvar distancias y poco a poco aparecieron otros actores suburbanos como las franjas comerciales. Paulatinamente comenzó el desecho de la inversión original en los pueblos. Hacen por lo menos 20 años observamos el desecho de propiedades en los primeros suburbios. Desde que comenzó a ser palpable la crisis estamos observando el desecho de estructuras en la más reciente periferia.
Estamos desechando nuestra inversión. Un refrán dice que no se puede desvestir un santo para vestir otro. Por lo tanto, esto es un absurdo medioambiental, social, político y económico. Las agencias acreditadoras lo saben. No podemos continuar abandonando viviendas, comercios, oficinas y espacios industriales solo porque sea aparentemente más barato construir en otro lugar. Cada vez que hacemos esto encarecemos nuestro costo de vida y recrudecemos la crisis. Más aun, aumentamos el riesgo a todas las inversiones ya hechas en bienes raíces. Cuesta más proveer seguridad. Cuesta más proveer agua potable y alcantarillados. Cuesta más el suministro de energía eléctrica. Cuesta más el mantenimiento de las vías de rodaje. Toma más tiempo llegar de un lugar a otro. La gente engorda y enferma. Los empleados son menos productivos. Hace más calor. Aumenta la contaminación de toda clase. Se reduce la capacidad del gobierno para cumplir sus compromisos. Aumenta el desempleo. Disminuye el sentido de comunidad. Disminuye la solidaridad. Disminuye el tiempo libre y de vacaciones.  Empobrecemos en todos los renglones de capital sea social, natural, cultural, económico… Todos salimos perdiendo… eso que llaman en inglés: ‘disenfranchised’.
Entiendo que en nuestra particular crisis el crecimiento no es la solución. Más bien una cuidadosa acupuntura urbana (como le han llamado otros urbanistas) donde se identifiquen los vastos bienes raíces que pueden redesarrollarse como lo es un Santurce con menos de la mitad de la población que disfrutó en la década de 1950 y donde caben cómodamente 50,000 personas más. 
Finalmente me parece oportuno citar a dos sociólogos que escribieron sobre los problemas de la óptica de crecimiento en Urban Fortunes: The political economy of place.
‘A pesar de que pueden crear regímenes estables dentro de sus ciudades, las máquinas de crecimiento no pueden ser todas ganadoras aun en el sentido particular de atraer inversión. Cuando prevalecen contra su competencia, es improbable que produzcan una economía más fuerte o eleven los salarios de sus poblaciones – especialmente si no construyen sobre esos beneficios como condición para desarrollo, lo cual rara vez hacen. Sospechamos que el juego de suma cero (donde tiene que haber un ganador y un perdedor por definición) de competir por el desarrollo debilita cada lugar (ciudad) y enerva el sistema urbano en general. 
El aparato de la maquina de crecimiento consume valores de uso – cuan bien vive la gente. Cuando quienes están en control están preocupados por metas de valores de intercambio, las posibilidades de éxito en otros frentes disminuyen grandemente. Es bastante difícil de por si coordinar actores urbanos  para que provean los servicios más básicos competentemente como lo es administrar escuelas, atender salud y seguridad pública, o preservar recursos ambientales aun cuando estas tareas tienen la primera prioridad. Por lo tanto, según ha sido documentado abarcando muchos tipos de casos (véase en adelante), la agenda de crecimiento típicamente mina el estándar de vida de la población local.’

En Ponce, a 18 de febrero de 2015
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Recomendaciones sobre el Modelo Territorial y los mecanismos de implantación del Plan de Uso de Terrenos, por Javier L. Bonnin Orozco

Según se desprende de los comentarios expresados por los alcaldes que han hecho públicas sus objeciones al PUT en las vistas públicas, así como de los testimonios de personas y entidades privadas, sustantivamente es en el Modelo Territorial y el mapa del Plano de Clasificación de Suelos donde residen las principales diferencias y objeciones al PUT.  Estas varían desde casos muy específicos de parcelas donde existen planes de desarrollo o autorizaciones basadas en la normativa vigente, que han sido mayormente levantadas en casos puntuales, o en la reclasificación de suelos urbanizables a suelos rústicos o de suelos rústicos común a suelos rústicos especialmente protegidos, lo que varios alcaldes han descrito como una degradación y violación a los planes de ordenación municipales.   En el caso de los Alcaldes se suma un segundo elemento de objeción que es uno jurisdiccional sobre lo que entienden es una perdida de control sobre el ordenamiento territorial frente a la Junta de Planificación.

El Modelo Territorial

De manera preliminar en el Modelo Territorial del PUT se destaca que las tres clasificaciones básicas contenidas en el plan y los cambios que estas causan respecto de la clasificación de suelos vigente, se pueden distinguir entre las que responden al primer principio rector del PUT respecto de las políticas que guían el desarrollo y redesarrollo urbano, de las que responden al segundo principio rector de preservar y proteger de los efectos adversos del desarrollo a los recurso naturales, arqueológicos o agrícolas y los suelos rurales y ambientalmente sensitivos.  Las prescripciones del PUT son las siguientes.  

I. Suelo Urbano -  El Plan identifica 290,162 cuerdas de terrenos como suelo con valor urbano lo que equivale a un 12% del territorio.  Esta clasificación aumentó de 267,329 cuerdas. 

II. Suelo Urbanizable -  El Plan identifica 18,449.57 cuerdas de terrenos como suelo con características para clasificarse como suelo urbanizable lo que equivale a un 0.81% del territorio.  Esta clasificación se redujo de 34,821.56 cuerdas que representaba 1.52% del territorio. 

III. Suelo Rústico Común - El Plan identifica 466,429.73 cuerdas de terrenos como suelo con las características para clasificarse como suelo rústico común lo que equivale a un 20.50% del territorio.  Esta clasificación se redujo de 717,621.21 cuerdas que representaba 31.28% del territorio. 

IV. Suelo Rústico Especialmente Protegido - El Plan identifica 1,380,718 cuerdas de terrenos como suelo con las características para clasificarse como suelo rústico especialmente protegido lo que equivale a un 60% del territorio.  Esta clasificación se divide en 724,232 cuerdas con valor ecológico lo que representa un 31.48% del territorio; 635,675 cuerdas de valor agrícola lo que representa un 27.63% del territorio; 9,568 cuerdas por valor hídrico (0.4%) y 11,243 cuerdas por valor de paisaje (0.5%). 

El primer cambio sustantivo en términos de cuerdaje propuesto en el Plano de Clasificación de Suelos del PUT corresponde al aumento de los suelos clasificados como Suelo Urbano por 22,833 cuerdas y la reducción de los suelos clasificados como urbanizables de 53,271 a 18,449 cuerdas de terreno, lo que significa una reducción neta de 34,821 cuerdas.  Esto representa un 0.07% del territorio.  El resultado neto de los cambios propuestos en estas dos clasificaciones de suelo urbano y urbanizable refleja una reducción de 11,988 cuerdas que equivale a 0.05% del territorio.

El segundo cambio sustantivo propuesto por el Modelo Territorial del PUT es en la reducción de los suelos clasificados como rústico común de 717,621 a 466,429 cuerdas de terreno y la clasificación de 1,380,718 cuerdas de terreno como suelo rústico especialmente protegido.  Esto significa que 304,463 cuerdas de terrenos que antes estaban clasificadas como suelo rústico común ahora se proponen como suelo rústico especialmente protegido.  Esto representa un 13% del territorio que antes podría reclamarse para desarrollo urbano cuando la necesidades de crecimiento así lo recomendasen y que ahora se propone su preservación y protección especial. 

Como estrategia para tratar de lograr el consenso y apoyo de los alcaldes para la aprobación del PUT propuesto, recomiendo que la JP se comprometa en revisar los casos puntuales donde se han presentado alegaciones ya sea porque se alegue que los terrenos no presentan las características naturales atribuibles a ellos en el PUT y que la Junta de Planificación se abstenga de proponer cambios a las determinaciones de los planes de ordenación municipales en todo asunto que no envuelva la preservación y protección de recursos los cuales deberán ser protegidos por el estado en su mandato constitucional.  Este  compromiso concedería su reclamo de autonomía municipal y podría despejar el camino para lograr el apoyo de los alcaldes quienes harían causa común en la preservación y protección de los recursos naturales y ambientales del territorio.

Considerando tanto los múltiples mecanismos con los que cuenta la Junta de Planificación como la actual crisis económica y la falta de financiamiento que dificulta grandemente el desarrollo urbano, la propuesta revisión para no alterar los planes en asuntos de expansión urbana en estos momentos no debería  tener consecuencias de importancia, y además tendría la virtud de que se podría asegurar ante la industria de la construcción que el PUT no estaría desvalorizando u obstaculizando el potencial de desarrollo planificado por los alcaldes en sus planes de ordenación. 

Mecanismos de implantación

Para concluir y fundamentando estas recomendaciones en mi experiencia previa como funcionario y gestor en la planificación municipal, respetuosamente propongo las siguientes recomendaciones respecto de los instrumentos y estrategias de implantación y gestión:        

1. Jerarquía y preponderancia de los planes – La jerarquía de los planes se miden en función de su escala y ámbito.  Es lógico pensar que el Plan de Usos de Terrenos que se desarrolla para guiar todo el territorio insular tenga preponderancia sobre un plan regional o territorial que sirven a una región, municipio o conjuntos de municipios.  No debiera haber conflicto alguno excepto cuando los planes de mayor jerarquía invaden el ámbito de jurisdicción de los planes de menor jerarquía como actualmente están alegando algunos alcaldes.  No creemos que los Planes de Usos de Terrenos o los Planes Regionales deban ocupar los asuntos delegados a los planes de ordenación municipales.  La Junta de Planificación, es quien en primera instancia está llamada a pasar juicio para la adopción de los planes de ordenación municipales y además cuenta con las facultades y herramientas para lograr la revisión y compatibilidad de los planes de ordenación territorial según estos se revisen.

Los objetivos de la ley 550 de 2004 que ordena la adopción del Plan de Uso de Terrenos  puede cumplir con su propósito sin tener que enmendar las determinaciones de los Planes de Ordenación respecto de sus determinaciones sobre los suelos de expansión urbana, excepto cuando estos afecten un recurso de importancia.  En nuestra opinión el PUT y sus subsecuentes planes sectoriales deben marcar las estrategias generales y sus planes de actuación, sin invalidar los ámbitos de jurisdicción de los planes municipales o regionales cuando alguna estrategia de orden general se vea afectada por alguna determinación del Plan de mayor de jerarquía.   Por ejemplo, el tema del agua y su hidrografía, la agricultura, los recursos naturales y las áreas ambientalmente sensitivas, del transporte, de los desperdicios sólidos o de otras infraestructuras de soporte regional o insular, podrían incidir en algunas de las determinaciones de los planes municipales o regionales y provocar su revisión.  Pero un plan de mayor jerarquía no debería invadir la jurisdicción y ámbito de actuación de los municipios o regiones en asuntos como ámbitos de expansión urbana, delimitaciones y clasificación de suelos o distritos de ordenación, excepto los suelos de valor natural que requieren este nivel de preservación y protección.

Las propuestas de clasificación de suelo del Modelo Territorial propuesto solo se vería modificado en el renglón de los suelos urbanizables en un extensión agregada de 16,371.98 cuerdas lo que representa el 0.07% del territorio.  El resto de las clasificaciones de suelo propuestas para el suelo urbano (que aumentó por 22,833 cuerdas) y el suelo rústico común (que mantendría su delimitación vigente excepto que 251,191.48 pasarían a ser clasificadas como especialmente protegidas), se mantendrían según propuestas en el PUT cumpliendo así con los principios rectores esbozados por el mismo.     

2. La Infraestructura - Un componente que ha estado ausente de los esfuerzos de los últimos años por promulgar un Plan de Usos de Terrenos, Planes Regionales e inclusive Planes Territoriales y que es uno de los principales instrumentos con los que cuenta el estado para ordenar y dirigir el desarrollo urbano de forma coordinada y eficiente, es la infraestructura.  La infraestructura es necesaria tanto para viabilizar la expansión urbana como para sostener la estructura urbana existente.  En la Ley Orgánica de la Junta de Planificación se establece que esta deberá preparar un Plan de Inversiones de Cuatro Años (PICA) anualmente, y que la Oficina de Gerencia y Presupuesto no podrá incluir en el presupuesto que le somete a la Asamblea Legislativa ningún proyecto que no sea parte del PICA.   El PICA es un documento que tiene que por ley tiene que presentarse en vistas públicas, mas actualmente, hoy no compone nada ni en la confección del presupuesto del país ni en el proceso de confección de los planes.  La Ley de Municipios Autónomos trató de rescatar este fundamental componente de los planes haciendo obligatorio que los Planes contasen con un Programa de Actuación y un Programa de Proyectos Certificados por las Agencias Públicas.  La Ley inclusive requirió que para poder modificar este programa se requiriese la revisión integral de los planes.  No obstante, después del caso de Ponce, conocido como Ponce en Marcha, en el que se obligó al gobierno a cumplir con dichos programas los mismos han sido prácticamente descartados.  Con esto, y subyugados a los intereses propios de estas agencias públicas e instrumentalidades del gobierno central básicamente  se ha descartado el uso de la programación de la infraestructura como herramienta fundamental para la ordenación territorial.

3. El Transporte – Separamos el transporte de las otras infraestructuras por considerarlo uno de los principales instrumentos que incide en los patrones de ocupación del territorio para guiar el crecimiento futuro del país.  Es imperativo que el Plan de Usos de terrenos cuente con un plan de transporte colectivo que abarque la totalidad del país y no solo las áreas metropolitanas.  Una buena red de transporte colectivo, eficiente, ajustada a nuestras necesidades y a nuestros medios, que sea capaz de enlazar eficientemente núcleos urbanos de diversas escalas con los centros metropolitanos brindará una diversidad de opciones habitacionales y de calidad de vida a la familia puertorriqueña.  No creemos que sea para nada descabellado que se congele la inversión en nuevas carreteras a favor de proyectos de transporte colectivo y calles completas que reduzcan la necesidad de transporte en primer lugar.

4. Los Recursos Naturales – Consideramos que esta es la mayor aportación del PUT al desarrollo de nuevas estrategias para la preservación y protección de terrenos en Puerto Rico.  La delimitación y protección de las cuencas hidrográficas con las que cuenta el país deberá fungir como uno de los elementos principales que requiere la intervención del estado para lograr una política de actuación unitaria y coherente sobre estos recursos que son fundamentales para el futuro del país.  Los mismos criterio podrían aplicarse a los terrenos agrícolas, la protección de las costas u a cualquier otro ecosistema de infraestructura verde cuya estructura e integridad trascienda los límites de un municipio o región.

5. Los instrumentos de la Ordenación:  El Plan Territorial, la Clasificación y Calificación de Suelo, el Programa de Actuación, la Reglamentación; junto a los Planes de Ensanche y los Planes de Área son los instrumentos de ordenación vigentes a nivel municipal o de OGPe dependiendo del nivel de competencia del municipio del que se trate.  Es necesario que estos prevalezcan sobre las determinaciones discrecionales que se evalúan una a una de forma aislada mediante las Consultas de Ubicación.  Los poderes del estado bajo la Consulta de Ubicación brinda al organismo rector la libertad necesaria para tomar cualquier determinación que crea necesaria para el bienestar general. Pero ante las bien conocidas estructuras de influencia y de mollero político es necesario restringir dichas facultades y remitirlas a los esquemas de ordenación establecidos.  Propondríamos que se considere la eliminación total del mecanismo de la Consulta de Ubicación o que se establezcan y regulen mecanismos alternos para poder evaluar y tramitar casos que sean de importancia nacional.  Esta sería una medida para recuperar la fe y confianza en nuestras instituciones a cargo de los usos del suelo.

6. Las Nuevas Competencias para Viabilizar el Desarrollo Urbano – En el 1992 cuando se contrató a un bufete estadounidense reconocido por su pericia en temas de desarrollo urbano, esta era una legislación de vanguardia en Puerto Rico.  Hoy, sin embargo, es necesario revisar a fondo el estado de las mismas.  Encontraremos que instrumentos tales como los Eslabonamientos o “linkages” y la Reparcelación nunca han sido puestos en vigor.  Mientras que las Transferencias de Derechos de Desarrollo, y las Exacciones por Impacto se han puesto en vigor de forma  contraria a la ley.  Estas exacciones que por ejemplo exige el DTOP o la ACT no están vinculados a los planes de actuación de los planes de ordenación que exigía la ley en su origen.

7. El proyecto de país – Por ultimo exhortamos a todos los componentes de la ordenación y el planeamiento en Puerto Rico a que logren los consensos necesarios para la aprobación del PUT.  Puerto Rico solo entró significativamente en la revolución industrial de forma tardía en los años 40 y 50, y aunque logró sorprendentes resultados en la transformación del país, estos no proveyeron para su evolución y hoy hemos quedado rezagados y atados a un modelo incoherente e incapaz de lograr su actualización.  Necesitamos ese Plan de Usos de Terrenos que nunca hemos tenido de forma urgente.  Necesitamos que todos los municipios asuman sus responsabilidades en lo que concierne a manejo y uso del suelo. También necesitamos planes creativos de desarrollo social y económico.  Y sobre todo necesitamos darnos cuenta que tenemos los instrumentos y solo falta la voluntad y la determinación para lograrlo.
   
El Plan de Uso de Terrenos debe establecer una visión del país al que aspiramos y en eso debe ser radical, porque no nos podemos exponer al riesgo de que se perpetúen los patrones de crecimiento actuales. 

Respetuosamente sometido.


Javier L. Bonnin Orozco, Arquitecto
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